
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
SEGURIDAD SOCIAL / PAGO LICENCIA DE MATERNIDAD / A CARGO DEL EMPLEADOR LUEGO DE QUE LA EPS LE CONSIGNÓ EL VALOR CORRESPONDIENTE / PRESUNCIÓN DEL ARTÍCULO 20 DEL DECRETO 2591 DE 1990 / SU DA POR SUPERADO PRINCIPIO DE LA INMEDIATEZ.
En el caso que hoy ocupa la atención de la Sala, está la señora Jennifer Andrea Escobedo Muñoz, demandando a La Nueva EPS y a la sociedad RVS Grupo Consultor S.A.S, a quienes les atribuye el menoscabo de sus prerrogativas fundamentales y las de su núcleo familiar, principalmente, porque pese ha que adelantado múltiples trámites ante esas entidades, no ha sido posible que le desembolsen la suma de la que es acreedora en virtud a una licencia de maternidad que fue expedida en el mes de abril del año 2018.

En primera instancia el Juzgado declaró la improcedencia de la protección, de la cual no halló que se superara el presupuesto de la inmediatez, y esto, porque la última actuación de la accionante para obtener el pago que depreca, fue en diciembre del año anterior, y esta acción de tutela se radicó solo hasta el 9 de septiembre pasado. (…)
… la inmediatez también –se supera– porque, contrario a lo que se esgrimió en primera instancia, si bien ya transcurrió un intervalo mayor a 6 meses entre la radicación de la licencia de maternidad ante la EPS el 18 de diciembre del año anterior, y la interposición de esta acción de tutela, el 9 de septiembre del 2019, lo cierto que es que la actora afirmó que una vez se enteró de que La Nueva EPS pagó la prestación al RVS Grupo Consultor S.A.S., acudió a esa empresa empero no obtuvo resultados favorables, afirmación que nunca fue controvertida por la sociedad y por lo cual también hay que dar cabida a la presunción de que trata el artículo 20 citado.
Así las cosas, superada la procedencia del resguardo, y al volver la vista al recuento de lo que está probado en el proceso, fácil es concluir que la transgresión de las prerrogativas fundamentales de la actora y su hijo menor de edad, proviene de la sociedad RVS Grupo Consultor S.A.S. 

Así se afirma porque esa entidad omitió probar en este trámite que actuó al tenor de lo reglado en el inciso 5° del artículo 2.1.13.1 del Decreto 780 del 2016 , que dispone que “El empleador o trabajador independiente, deberá efectuar el cobro de esta prestación económica ante la EPS o EOC”, y al margen de la instrucción plasmada en la Circular Externa 024 de 2017 Ministerio de Salud y Protección Social que reza “correspondiendo al empleador, adicionalmente, reconocer el valor de la licencia de maternidad directamente a la cotizante”; pero más que eso, pretermitió explicar qué hizo con el dinero que fue transferido por La Nueva EPS, a la cuenta corriente de la que es titular, destinado al pago de la subvención de la demandante.




TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

           SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA 

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, octubre veintinueve del dos mil diecinueve  

Expediente 66682-31-03-001-2019-01891-01

Acta N° 543 del 29 de octubre del 2019  

Decide la Sala, en segunda instancia, la acción de tutela promovida por Jennifer Andrea Escobedo Muñoz contra La Nueva EPS y la sociedad RVS Grupo Consultor S.A.S.
ANTECEDENTES

En su propio nombre, Jennifer Andrea Escobedo Muñoz presentó esta acción de tutela contra de las entidades que acaban de mencionarse, en procura de la protección de sus derechos fundamentales ”a la salud y a la seguridad social, a una vida en condiciones dignas, al mínimo vital del núcleo familiar, a la protección especial constitucional a la mujer y a la familia, a la igualdad de protección y trato” (f. 15).

   



Narró, en síntesis, que está afiliada en calidad de cotizante al Sistema General de Seguridad Social en Salud desde el 1° de septiembre del 2016. El 8 de abril del 2018 dio a luz a su hijo, por lo cual la facultativa tratante, adscrita a la Clínica Comfamiliar, le expidió la correspondiente licencia de maternidad desde el 8 de abril del 2018 hasta el 11 de agosto de ese mismo año. 




Así las cosas, por medio de una empresa de correspondencia, envió la documentación a las oficinas de su empleadora, la sociedad RVS Grupo Consultor S.A.S, desde el 9 de mayo del 2018, para que se realizaran los trámites tendientes al reconocimiento y pago de la subvención, sin embargo, transcurrieron más de 5 meses y esa gestión nunca se realizó.  Por tal motivo, tuvo que acudir ante La Nueva EPS el 18 de diciembre del año 2018, entidad que autorizó la prestación el 12 de abril del 2019 y, en efecto, la pagó el 9 de mayo siguiente a una cuenta corriente de la que es titular la sociedad empleadora. 





Entonces se dirigió a la sociedad para que le entregaran la suma de la que es beneficiaria, empero la respuesta que le ofrecieron es que La Nueva EPS no ha realizado el pago correspondiente; pese a que existe el certificado de que ello ya se efectuó. 





Esas circunstancias, explica, afectan su calidad de vida y la de su núcleo familiar, pues genera un desequilibrio financiero originado por la falta de desembolso de la prestación. 

  



Pidió, en consecuencia, el pago de la incapacidad causada desde el 8 de abril del 2018 hasta el 11 de agosto del mismo año. 

  



Se dispuso el trámite de rigor y se concedió el término de un día para que se ejerciera el derecho de defensa, a la vez que se decretaron pruebas y se le ordenó al señor Gustavo Adolfo Marín representante de la sociedad RVS Grupo Consultor S.A.S. que en el plazo de un día rindiera un informe sobre los pagos que se le habían efectuado a la señora Jennifer Andrea Escobedo Muñoz (f. 27, c. 1)
  



La Nueva EPS, por medio de apoderada judicial, manifestó que tal como lo indicó la accionante el pago de la licencia de maternidad lo efectuó el 9 de mayo del 2019. Por ello se defendió diciendo que cumplió con su deber legal. Con insistencia adujo que la responsabilidad ahora recae en el empleador de la afiliada quien hizo caso omiso de la obligación que le asiste. Pidió negar el amparo en lo que a ella respecta pues el obligado a pagar la subvención es el RVS Grupo Consultores S.A.S (f. 34, c. 1).




La sociedad accionada RVS GRUPO CONSULTOR S.A.S, no compareció al trámite ni rindió el informe que se le requirió, pese a que fue notificada al correo electrónico (f. 29, c. 1) y a la dirección física de notificaciones (f. 32v c. 1) que aparecen en el certificado de existencia y representación legal que se aportó al expediente (f. 2, c. 1).
CONSIDERACIONES

La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

En el caso que hoy ocupa la atención de la Sala, está la señora Jennifer Andrea Escobedo Muñoz, demandando a La Nueva EPS y a la sociedad RVS Grupo Consultor S.A.S, a quienes les atribuye el menoscabo de sus prerrogativas fundamentales y las de su núcleo familiar, principalmente, porque pese ha que adelantado múltiples trámites ante esas entidades, no ha sido posible que le desembolsen la suma de la que es acreedora en virtud a una licencia de maternidad que fue expedida en el mes de abril del año 2018.

En primera instancia el Juzgado declaró la improcedencia de la protección, de la cual no halló que se superara el presupuesto de la inmediatez, y esto, porque la última actuación de la accionante para obtener el pago que depreca, fue en diciembre del año anterior, y esta acción de tutela se radicó solo hasta el 9 de septiembre pasado. 

Corresponde a la Sala entonces, confirmar, revocar o modificar la decisión, con fundamento en el análisis que pasa a realizarse. 

En el expediente están probados los siguientes hechos:

(i) La accionante dio a luz a su hijo MGE
 el día 8 de abril del año 2018 (f. 9, c. 1).

(ii) Remitió una correspondencia el 9 de mayo del año 2018 a la dirección de su empleador en Tuluá Valle del cauca (f. 4, c. 1) y quien la recibió el 10 de mayo siguiente firmó con el nombre y la cédula del representante de la sociedad empleadora (f. 4 y 5, c. 2).  
(iii) La accionante radicó ante la Nueva EPS la solicitud de incapacidades y/o licencias de maternidad el 18 de diciembre de ese año (f. 7, c. 1). 

(v) El 16 de abril del 2019 La Nueva EPS expidió una comunicación informándole a la sociedad RVS Grupo Consultor S.A.S., que realizaría un abono por valor de $3.281.216,oo, correspondiente a los 126 días de licencia de maternidad de la accionante (f. 33, c. 1).
(iv)  Con un “Formato de Solicitud y Notificación de Transcripción para Incapacidad o Licencia” La Nueva EPS certificó que el 9 de mayo del 2019 pagó, mediante transferencia, la incapacidad de la accionante a la cuenta corriente No. 612394148 de la que, según informó esa EPS, es titular la sociedad RVS Grupo Consultor S.A.S (f. 11, c. 1).
Con esas preliminares pasa a la Sala a estudiar la procedencia del resguardo:

La legitimación en la causa por activa es clara, si se tiene en cuenta que la señora Escobedo Muñoz interpuso de manera personal la demanda como titular de los derechos fundamentales invocados. Además, actúa en defensa de los derechos e intereses de su hijo menor de edad MGE, razón por la cual se encuentra legitimada para intervenir en esta causa.

La Nueva EPS está legitimada por pasiva, en consideración a que esa es la entidad a la cual se encuentra vinculada la accionante al Sistema General de Seguridad Social Integral.

También lo está la sociedad la sociedad RVS Grupo Consultor S.A.S. porque, por una parte, sabido es que la acción de tutela procede contra particulares, entre otras ocasiones, “cuando el solicitante se halle en estado de subordinación o indefensión frente al particular”
 (Num. 4° y 9° Dec. 2591 de 1991), y por otra, porque si bien es inexistente algún documento que acredite el vínculo laboral entre esta y la actora, ninguna resistencia hubo por parte de la encartada en ese sentido, con lo que es aplicable la presunción de veracidad de que trata el artículo 20 del Decreto 2591 de 1991, sobre la cual recientemente la Corte Constitucional, en un caso de similares contornos, explicó que
: 





4. El artículo 20 del Decreto 2591 de 1991
, establece la presunción de veracidad de los hechos presentados en la solicitud de amparo, ante la negligencia u omisión de las entidades accionadas de presentar los informes requeridos por el juez de tutela, en los plazos otorgados por el mismo. En este sentido, la Corte ha manifestado que:





“La presunción de veracidad consagrada en esta norma [Art. 20 Dec-ley 2591/91] encuentra sustento en la necesidad de resolver con prontitud sobre las acciones de tutela, dado que están de por medio derechos fundamentales, y en la obligatoriedad de las providencias judiciales, que no se pueden desatender sin consecuencias, bien que se dirijan a particulares, ya que deban cumplirlas servidores o entidades públicas
. Hecha la anterior precisión, la Corte ha establecido que la consagración de esa presunción obedece al desarrollo de los principios de inmediatez y celeridad que rigen la acción de tutela, y se orienta a obtener la eficacia de los derechos constitucionales fundamentales y el cumplimiento de los deberes que la Carta Política ha impuesto a las  de autoridades estatales (Artículos 2, 6, 121 e inciso segundo del artículo 123 C.P.).”
  (…)




En esa medida, y dado que no existe otra prueba que logre desvirtuar lo afirmado por la actora en la acción de tutela, en este caso para garantizar sus derechos fundamentales y los de su hija menor edad, opera la presunción de veracidad contemplada en el artículo 20 del Decreto 2591 de 1991, según la cual, a la luz de los principios de celeridad, inmediatez y buena fe que rigen la actuación judicial, ha de entenderse que si la entidad requerida por el juez no contesta la solicitud de pronunciarse sobre lo expuesto en la demanda, se presumen ciertos los hechos (…) (Se destaca).
   



La subsidiariedad se supera “teniendo en cuenta que la figura de la licencia de maternidad se trata de una acción afirmativa, como quiera que ésta establece una especial protección a un grupo poblacional como son las mujeres que son madres, y en virtud del derecho a la igualdad, la acción de tutela resulta ser el mecanismo viable e idóneo para controvertir la situación expuesta por la demandante.” 

Y la inmediatez también porque, contrario a lo que se esgrimió en primera instancia, si bien ya transcurrió un intervalo mayor a 6 meses entre la radicación de la licencia de maternidad ante la EPS el 18 de diciembre del año anterior, y la interposición de esta acción de tutela, el 9 de septiembre del 2019, lo cierto que es que la actora afirmó que una vez se enteró de que La Nueva EPS pagó la prestación al RVS Grupo Consultor S.A.S., acudió a esa empresa empero no obtuvo resultados favorables, afirmación que nunca fue controvertida por la sociedad y por lo cual también hay que dar cabida a la presunción de que trata el artículo 20 citado. 
Además, lo que muestra el expediente es que la demandante nunca ha desistido de su empeño, de hecho tampoco fue refutado el hecho de que solo hasta junio de este año se enteró de que La Nueva EPS había hecho efectivo el pago de la licencia en favor de la sociedad empleadora, lo cual, aunado a la negativa de esta última de pagarle, fue lo que la motivó a ejercitar la acción de tutela. 
Así las cosas, superada la procedencia del resguardo, y al volver la vista al recuento de lo que está probado en el proceso, fácil es concluir que la transgresión de las prerrogativas fundamentales de la actora y su hijo menor de edad, proviene de la sociedad RVS Grupo Consultor S.A.S. 

Así se afirma porque esa entidad omitió probar en este trámite que actuó al tenor de lo reglado en el inciso 5° del artículo 2.1.13.1 del Decreto 780 del 2016
, que dispone que “El empleador o trabajador independiente, deberá efectuar el cobro de esta prestación económica ante la EPS o EOC”, y al margen de la instrucción plasmada en la Circular Externa 024 de 2017 Ministerio de Salud y Protección Social que reza “correspondiendo al empleador, adicionalmente, reconocer el valor de la licencia de maternidad directamente a la cotizante”; pero más que eso, pretermitió explicar qué hizo con el dinero que fue transferido por La Nueva EPS, a la cuenta corriente de la que es titular, destinado al pago de la subvención de la demandante. 





Esa sola circunstancia pone en evidencia el desinterés de la encartada que ha derivado en un desequilibrio financiero del núcleo familiar de la demandante que no fue controvertido, y que es menester solucionar mediante esta especial vía, máxime cuando en el extremo activo se encuentra un menor de edad de especial protección constitucional. 

Trasunto de todo, y en aras de evitar la prolongación de la zozobra en la que se ha mantenido a la accionante, en busca de la protección de sus garantías conetitucionales, y para evitar que tenga que someterse a adicionales trámites administrativos, se revocará la sentencia de primera instancia que declaró improcedente la demanda, y en su lugar se concederá la protección. Se le ordenará al representante legal de la sociedad la sociedad RVS Grupo Consultor S.A.S., en un término perentorio, pagar la licencia de maternidad de la señora Jennifer Andrea Escobedo Muñoz. 

Se absolverá a La Nueva EPS, porque en la actualidad está acreditado que cumplió con el pago de la prestación que se ruega.

DECISIÓN




En mérito de lo expuesto, la Sala Civil - Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, REVOCA la sentencia dictada el 19 de septiembre del año 2019, por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, en esta acción de tutela que Jennifer Andrea Escobedo Muñoz inició contra La Nueva EPS y a RVS Grupo Consultor S.A.S. 
En su lugar:

Se CONCEDE el amparo rogado y en consecuencia,  
  Se ORDENA al representante legal de la sociedad RVS Consultor S.A.S, o quien haga sus veces, que en el perentorio término de cuarenta y ocho (48) horas, realice el pago correspondiente a la licencia de maternidad en favor de la señora Jennifer Andrea Escobedo Muñoz.
Se absuelve a La Nueva EPS.





Notifíquese esta decisión a las partes y demás interesados, en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992; oportunamente remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS


      DUBERNEY GRISALES HERRERA
� En virtud del artículo 47 del Código de la Infancia y la Adolescencia, armonizado con el canon 7 de la Ley 1581 de 2012, se omite el nombre del menor, siguiendo de igual manera la posición que sobre este particular ha adoptado la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, cuando un asunto de esta naturaleza involucra menores de edad





� Sentencia T-117/18, en esa providencia además se explica que “La última situación señalada, hace referencia al supuesto en el que, debido a las circunstancias fácticas concurrentes, una persona se encuentra impotente o sometida en relación con otra y, por tanto, se halla en la imposibilidad de defender sus derechos”.


� Sentencia T-278/18


� Presunción de veracidad. Si el informe no fuere rendido dentro del plazo correspondiente, se tendrán por ciertos los hechos y se entrará a resolver de plano, salvo que el juez estime necesaria otra averiguación previa.


� Sentencia T-391 de 1997.


� Sentencia T-825 de 2008.


� Sentencia T-489 de 2018.


� Por medio del cual se expide el Decreto Único Reglamentario del Sector Salud y Protección Social  
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